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SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA 
LA RESOLUCIÓN QUE ORDENA LA NOTIFICACIÓN A LOS INTEGRANTES DE LA COLECTIVIDAD SOBRE 
EL INICIO DE LA ACCIÓN COLECTIVA EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 591 DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito que conocieron de los asuntos sostuvieron posturas distintas respecto a si 
procede conceder la suspensión provisional en contra de la resolución que ordena notificar a la colectividad sobre el inicio 
de una acción colectiva, ya que uno de los colegiados determinó que era improcedente esa medida por existir una 
afectación al interés social y contravenir disposiciones de orden público por impedirse a los miembros de la colectividad la 
continuación del juicio y la adhesión de nuevos miembros; mientras que el otro concluyó que era procedente, pues de lo 
contrario, se causarían a la parte quejosa daños y perjuicios de difícil reparación. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que no es factible el otorgamiento 
de la suspensión provisional en contra de la resolución que ordena la notificación a los integrantes de la colectividad sobre 
el inicio de la acción colectiva, en términos de lo dispuesto por el artículo 591 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
Justificación: Ello, en virtud de que, con su otorgamiento, no sólo se vería trastocado el derecho de la colectividad a ser 
informada de la existencia de la acción colectiva promovida en contra de la quejosa, lo que traería consigo que las personas 
afectadas no estuvieran en aptitud de adherirse a la acción ante su desconocimiento; sino que también se vulneraría el 
derecho de los miembros ya reconocidos de la colectividad ante la paralización del procedimiento. Y si bien es cierto que de 
no concederse la suspensión de los actos reclamados se pudieran generar consecuencias en detrimento de la enjuiciada 
en relación con su reputación; también lo es que, ante el conflicto de tales principios, debe prevalecer el interés colectivo 
sobre el particular, ya que de lo contrario, se haría nugatorio el interés público que persiguen las acciones colectivas, pues 
su implementación consistió en atender las necesidades de protección legal adecuada sobre derechos de los 
consumidores, del medio ambiente o los intereses de personas que se encuentran en una situación de desigualdad 
económica o exclusión social, y que no pueden ser objeto de una protección apropiada a través de las reglas tradicionales 
del proceso civil individual. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 154/2020. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo 
Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 13 de enero de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan 
Temblador. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al resolver el recurso de queja 241/2019, 
en el que consideró que no procede el otorgamiento de la suspensión provisional, cuando el acto reclamado consiste en la 
notificación a los miembros de una colectividad sobre el inicio de la acción colectiva, porque con su otorgamiento se 
seguiría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden público, en tanto que se vería trastocado el 
derecho de la colectividad a ser informada de la existencia de la acción colectiva promovida en contra de las empresas 
quejosas, lo que conlleva a que los miembros de la colectividad, que se sientan afectados, no puedan adherirse al 
procedimiento; y, 
El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el recurso de queja 
109/2019, en el que consideró que sí procedía el otorgamiento de la suspensión provisional, cuando el acto reclamado 
consiste en la notificación a los miembros de una colectividad sobre el inicio de la acción colectiva, en virtud de que de 
llegar a publicarse el inicio del ejercicio de la acción colectiva, por una parte, podría dejar sin materia el juicio de garantías, 
en virtud de que lo que se duele la quejosa es precisamente de que no se lleve a cabo la comunicación masiva de las 
presuntas fallas en las bolsas de aire instaladas en los vehículos de su marca; y, por otra, se causaría a la quejosa daños y 
perjuicios de difícil reparación, en virtud de que podría verse afectado su derecho de honor y reputación, en tanto que dicha 
publicación impactaría en su imagen como industria automotriz, restándole credibilidad y confianza, lo que desde luego, no 
sería reparable ni aun cuando obtuviere sentencia a su favor. 
Tesis de jurisprudencia 2/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de 
tres de febrero de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de abril de 2021, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO CIVIL. NO PROCEDE SI SE DECLARA FUNDADA LA VIOLACIÓN 
PROCESAL CONSISTENTE EN LA NO ADMISIÓN DE UNA PRUEBA TESTIMONIAL LEGALMENTE 
OFRECIDA, CONFORME AL ARTÍCULO 692 QUÁTER, SEXTO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO. 
Hechos: Se concedió el amparo y protección de la Justicia Federal para el efecto de que el tribunal de alzada 
ordene al Juez del conocimiento reponer el procedimiento para que admita una prueba testimonial, instruyendo 
su preparación y desahogo. La autoridad responsable consideró necesario consultar a este órgano colegiado 
los efectos de la sentencia amparadora, lo que motivó la aclaración de ésta. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito aclara que los efectos de la concesión del amparo son 
calificar como fundado el argumento de la apelación preventiva, vinculado específicamente contra la violación 
procesal consistente en la omisión de pronunciarse respecto de la prueba testimonial, lo que llevará a la Sala 
responsable y no al Juez natural ordenar y tramitar la adecuada recepción del medio de prueba respectivo en 
términos del artículo 692 Quáter, sexto párrafo, del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México. 
Justificación: Lo anterior es así, porque al constatarse un vicio en la sentencia que concedió el amparo, lo 
procedente es precisar el punto relativo. En este sentido, el artículo 692 Quáter, sexto párrafo, citado, dispone 
que si dentro de las violaciones procesales combatidas a través del recurso de apelación admitido en el efecto 
devolutivo de tramitación preventiva, se encuentra la no admisión o recepción de una probanza que fue 
legalmente ofrecida o admitida, el tribunal de alzada declarará fundado el recurso y ordenará y tramitará la 
adecuada recepción del referido medio de prueba. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Aclaración de sentencia derivada del amparo directo 992/2019. 15 de octubre de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: Rigoberto Calleja Cervantes. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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PAGARÉ. PARA FIJAR EL MONTO DE LOS INTERESES MORATORIOS RELATIVOS ES INAPLICABLE 
SUPLETORIAMENTE A LA MATERIA MERCANTIL EL ARTÍCULO 2328, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE VERACRUZ. 
Hechos: En el juicio ejecutivo mercantil se demandó el pago de la suerte principal, derivado de pagarés 
firmados por los demandados, así como el pago de los intereses moratorios; el juzgador de primera instancia 
dictó sentencia en la cual condenó a pagar el total de la cantidad correspondiente a la suerte principal, pero 
limitó el monto por concepto de intereses moratorios a la mitad de la suerte principal, con sustento en el artículo 
2328, segundo párrafo, del Código Civil para el Estado de Veracruz, al aplicarlo supletoriamente al Código de 
Comercio; sentencia que constituye el acto reclamado. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que es ilegal la conclusión del Juez de primera 
instancia, de fijar el monto de los intereses moratorios con base en el artículo 2328, segundo párrafo, del 
Código Civil para el Estado de Veracruz, al ser inaplicable supletoriamente a la materia mercantil. 
Justificación: Lo anterior, porque de conformidad con los artículos 75, fracción XXIV, del Código de Comercio y 
1o. y 5o. de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, la naturaleza del pagaré consiste en un título 
de crédito que trae aparejada ejecución, acto objetivamente de comercio. Luego, si el precepto 2328, segundo 
párrafo, citado, se refiere a un contrato de naturaleza civil denominado mutuo con interés, no se pueden 
extender sus alcances a un acto jurídico distinto del que regula, sin ninguna base legal que lo permita; de ahí 
que no sea aplicable la porción normativa aludida, porque el cobro de los intereses moratorios resulta de un 
título de crédito. Aunado a lo señalado, se destaca que si el presente asunto derivó de un acto objetivamente 
de comercio –intereses moratorios pactados en los títulos mercantiles–, entonces, deben regirse por las reglas 
establecidas por el Código de Comercio, específicamente en su artículo 1063, el cual prevé que los juicios 
mercantiles se regirán por las disposiciones de dicha codificación y, en su defecto, se aplicará supletoriamente 
el Código Federal de Procedimientos Civiles, así como en caso de que éste no regule suficientemente la 
institución cuya supletoriedad se requiera, se acudirá al Código de Procedimientos Civiles local. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 317/2020. José Luis Toral Santiago y otra. 15 de enero de 2021. Unanimidad de votos. 
Ponente: Octavio Ramos Ramos. Secretario: Rubén Ávila Méndez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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MEDIOS PREPARATORIOS A JUICIO ORDINARIO MERCANTIL. SON PROCEDENTES CONTRA LA 
SOCIEDAD ANÓNIMA A LA QUE PERTENECE QUIEN LOS PROMUEVE (INTERPRETACIÓN DE LA 
FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 1151 DEL CÓDIGO DE COMERCIO). 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes emitieron criterios opuestos al interpretar la 
fracción IV del artículo 1151 del Código de Comercio, en lo referente a la procedencia de los medios 
preparatorios a juicio ordinario mercantil, cuando se hacen valer en contra de una sociedad anónima, y no de 
un consocio. 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito determina que los medios preparatorios a juicio 
ordinario mercantil, en contra de la sociedad a la que pertenece quien los promueve, son procedentes.  
Justificación: De la interpretación sistemática de la fracción IV del artículo 1151 del Código de Comercio, se 
deduce que el procedimiento paraprocesal que contempla tiene por objeto recabar todos los elementos 
necesarios para que el promovente (miembro de una sociedad mercantil) esté en aptitud de ejercer una acción, 
con los documentos que requiere para justificar su pretensión, lo que, en principio, asegura su derecho humano 
de acceso efectivo a la justicia y, una vez incoado el juicio, el de equidad procesal, al permitir al actor sustentar 
su pretensión en información que no está en su poder, por pertenecer al patrimonio social; patrimonio que en el 
caso de las sociedades anónimas es distinto al de sus accionistas y se encuentra resguardado por el 
administrador o por el consejo de administración, de conformidad con el artículo 158 de la Ley General de 
Sociedades Mercantiles, mas los integrantes de la sociedad anónima tienen derecho a conocer la información 
que –de manera limitada– les autoriza la propia legislación. De ahí que si el objeto de los medios preparatorios 
a juicio, previstos en la fracción IV del artículo 1151 del Código de Comercio, es preconstituir la prueba en la 
que se fundará la acción que más adelante ejercerá uno de los accionistas de la sociedad anónima, con base 
en documentación en poder de esta última –y no de un consocio–, no debe restringirse su interpretación a la 
expresión gramatical relativa a la procedencia de dichos medios sólo en contra de otro socio, cuando se afirme 
y justifique legalmente, que la sociedad es quien posee la información que se requiere para la instauración del 
juicio relativo y, por ende, sea a ésta a quien debe exigirse judicialmente su exhibición. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 6/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en 
Materia Civil del Tercer Circuito. 16 de marzo de 2021. Mayoría de cinco votos de los Magistrados José Ángel 
Hernández Huízar, Víctor Manuel Flores Jiménez, Martín Ángel Gamboa Banda, Héctor Martínez Flores y 
Víctor Jáuregui Quintero. Disidente: Rigoberto Baca López, quien formuló voto particular. Ponente: Víctor 
Manuel Flores Jiménez. Secretaria: Laura Icazbalceta Vargas. 
 
Criterios contendientes: 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 64/2019, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 142/2019. 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 142/2019, resuelto por el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito, derivó la tesis aislada III.4o.C.46 C (10a.), de título y subtítulo: "MEDIOS 
PREPARATORIOS A JUICIO. EL DERECHO DEL ACCIONISTA A PEDIR EN ESTA VÍA LA PRESENTACIÓN 
DE DOCUMENTOS Y CUENTAS DE LA SOCIEDAD, NO ESTÁ LIMITADO A QUE LO PIDA A OTRO 
CONSOCIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de marzo de 2021 a las 
10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 84, Tomo IV, marzo 
de 2021, página 2981, con número de registro digital: 2022904. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de abril de 2021, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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COSTAS. SON DE CUANTÍA INDETERMINADA CUANDO SE DEMANDA AL NOTARIO PÚBLICO LA 
NULIDAD DE LA ESCRITURA PÚBLICA. 
La base para cuantificar las costas solicitadas por un notario público cuando en el juicio se demanda la nulidad 
de la escritura pública de compraventa que otorgó, con independencia de si se realizó o no el estudio de fondo, 
será la prevista en el artículo 129 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, hoy 
Ciudad de México, abrogada, que regula el procedimiento de cuantificación de los asuntos de cuantía 
indeterminada o también conocidos como no pecuniarios, que deben cubrirse por cada una de las actuaciones 
ahí detalladas. Lo anterior, debido a que la naturaleza de las prestaciones reclamadas por el actor al fedatario 
público no pueden ser estimadas pecuniariamente, es decir, no pueden cuantificarse o valorarse en cantidad 
líquida, dado que en el juicio sólo se le reclama una de las consecuencias jurídicas de esa nulidad, como es la 
cancelación de dicha escritura, lo cual no es susceptible de valoración económica. Por tanto, no se debe tomar 
en cuenta el valor del inmueble materia de la compraventa, porque esta prestación sólo se exige a las partes 
vendedora y compradora que celebraron el acto traslativo de dominio, de tal suerte que la nulidad sólo afecta 
los intereses jurídicos de estas últimas. Esto es, al notario no se le demanda el pago de una prestación en 
cantidad líquida ni determinable en dinero, sino únicamente las prestaciones que se le exigen se traducen en 
realizar las anotaciones correspondientes y que quede constancia en el protocolo a su cargo de dicha 
cancelación. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 338/2019. Francisco de Icaza Dufour. 16 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gonzalo Arredondo Jiménez. Secretaria: Hatzibeth Erika Figueroa Campos. 
 
Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 1a./J. 119/2010, de 
rubro: "COSTAS. PARA ESTABLECER SU MONTO CUANDO EN LA CONTIENDA SE RECLAMAN 
PRESTACIONES DE CUANTÍA INDETERMINADA E INDETERMINABLE, DEBE ATENDERSE, ADEMÁS DEL 
VALOR DEL NEGOCIO, A TODAS LAS CONSTANCIAS QUE INTEGRAN EL SUMARIO, AUN CUANDO LAS 
PRESTACIONES RECLAMADAS NO SEAN DE CARÁCTER PREPONDERANTEMENTE ECONÓMICO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 
2011, página 149, con número de registro digital: 162897. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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CONVIVENCIA FAMILIAR. LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES ESTÁN OBLIGADOS A ESTABLECER LAS 
MEDIDAS NECESARIAS PARA REPARAR Y/O FORTALECER LOS LAZOS DE AFECTO, CONVIVENCIA Y 
RESPETO ENTRE CADA UNO DE LOS PROGENITORES CON SUS MENORES HIJOS E HIJAS. 
 
De acuerdo con los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 12 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, así como 41, apartado A, de la Ley para la Protección de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes abrogada, es un derecho de los niños, niñas y adolescentes ser 
escuchados en aquellos procedimientos jurisdiccionales que puedan afectar sus intereses, pues de esta 
manera se actualiza su derecho de acceso a la justicia. Ahora bien, cuando no se adviertan indicios de 
violencia por parte de los progenitores, ni se estime que representen un riesgo para que convivan con sus 
padres, sino que se evidencie una falta de confianza y ruptura entre éstos, los órganos jurisdiccionales deben 
establecer las medidas necesarias para reparar y/o fortalecer los lazos de afecto, convivencia y respeto entre 
cada uno de los progenitores con sus menores de edad hijos e hijas, con el fin de que al convivir se sientan 
queridos, respetados y protegidos. Especialmente, cuando los niños, niñas o adolescentes manifiestan su 
deseo de que así sea, o bien, de los reportes de convivencia emitidos por la autoridad correspondiente, se 
advierta que ésta se ha desarrollado en un ambiente de cordialidad, respeto y empatía. Asimismo, al ser un 
derecho primordial de las personas menores de edad convivir con ambos progenitores, especialmente, con 
quien no tenga la guarda y custodia, las autoridades jurisdiccionales deben procurar fortalecer o reconstruir la 
relación que se encuentra fracturada en perjuicio de la o del infante, que evidentemente ayudaría a su 
desarrollo y bienestar integral. Además, las personas menores de edad no deben ser inmiscuidas en los 
conflictos de sus padres, quienes deben asumir responsablemente su obligación de crianza, con la mejor 
disposición para seguir conviviendo con éstas educándolas consciente e integralmente e inculcándoles valores 
y principios conductuales, pues la maternidad o paternidad no termina con una separación o el divorcio, por lo 
que ambos deben permitir que se lleve a cabo una convivencia en beneficio del niño, niña o adolescente con el 
progenitor que no tiene la guarda y custodia. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 296/2017. 19 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Paula María García 
Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: Cinthia Monserrat Ortega Mondragón. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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CONSENTIMIENTO INFORMADO DEL PACIENTE. EL CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
HOSPITALARIOS FIRMADO POR TERCEROS, NO PARTICIPA DE LA NATURALEZA DE AQUÉL, AL SER 
ACTOS DISTINTOS E INDEPENDIENTES. 
 
Conforme a los artículos 51 Bis 1 y 51 Bis 2 de la Ley General de Salud y 29, 80 y 82 del Reglamento de la Ley 
General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica, el consentimiento informado o 
autorización terapéutica quirúrgica es un proceso de comunicación entre el médico y el paciente, continuo y 
gradual, de información completa, íntegra, clara y suficiente sobre la naturaleza de la enfermedad, el 
procedimiento de diagnóstico o terapéutico a utilizar, los riesgos y beneficios, así como las posibles 
alternativas, a efecto de que el paciente pueda decidir en forma autónoma y digna sobre sí mismo. En casos de 
urgencia, incapacidad transitoria o permanente, la autorización se otorga a través de terceros, es decir, 
familiares o representante que acompañen al paciente y, de no ser posible, el médico tratante, con acuerdo de 
por lo menos dos médicos, dejará constancia para ejecutar el tratamiento quirúrgico que preserve la vida y la 
salud del paciente. Por otro lado, el contrato de prestación de servicios hospitalarios es consensual, bilateral, 
oneroso y remite a obligaciones económicas y condiciones de servicio entre un ente hospitalario y el sujeto 
contratante; de ahí que este contrato y el consentimiento informado son actos distintos e independientes, pues 
el último cumple un derecho fundamental que deriva de una obligación de orden público entre médico y 
paciente para cada tratamiento quirúrgico concreto, mientras que el contrato se rige por el derecho privado y 
versa sobre aspectos permanentes del servicio y pago. Así, el consentimiento informado habilita al médico 
tratante, no al ente hospitalario. Por tanto, el contrato de prestación de servicios hospitalarios firmado por 
terceros no participa de la naturaleza del consentimiento informado del paciente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN. 
 
Amparo en revisión 722/2019 (cuaderno auxiliar 929/2019) del índice del Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Cuarto Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. OCP Operadora Clínica del Pacífico, S.A. de C.V. 16 de 
junio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Leonardo González Martínez. Secretaria: Bricia Ceballos Vega. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ACCIÓN CAUSAL. LA VÍA MERCANTIL NO ES LA ÚNICA QUE PROCEDE PARA SU EJERCICIO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron de diversos amparos directos sostuvieron 
criterios distintos al analizar si la única vía para el ejercicio de la acción causal, prevista en el artículo 168 de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito, es la mercantil, o si puede ser una diversa, atendiendo a la naturaleza del negocio 
jurídico subyacente que dio origen a la emisión del título de crédito respectivo. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la vía mercantil no es la única 
procedente para el ejercicio de la acción causal, prevista en el artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, ya que debe atenderse a la naturaleza del negocio jurídico subyacente que dio origen a la emisión del título de 
crédito respectivo. 
 
Justificación: El artículo 168, último párrafo, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, prevé la posibilidad de 
que el tenedor del título de crédito pueda ejercer la acción causal en caso de que la cambiaria haya prescrito o caducado; 
sin que la acción causal sustituya a la cambiaria, ya que no se creó para el caso de que se extinguiera la acción cambiaria, 
sino que se otorgó ese nombre a la acción específica que se ejercitaría normalmente sin que existiera de por medio un 
título cambiario, por tanto, a diferencia de la acción cambiaria, que depende de la emisión del título relativo, la acción causal 
es independiente y su ejercicio sólo depende del acto del que derivó la acción. En consecuencia, si la acción cambiaria 
atendiendo a sus características y a lo previsto en los artículos 167 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y 
1391, fracción IV, del Código de Comercio únicamente puede ejercerse en la vía ejecutiva mercantil, no sucede lo mismo 
con la acción causal, la cual al no atender a la misma naturaleza que la acción cambiaria, la vía mercantil no será la única 
procedente para su reclamo, ya que se puede ejercer a través de otra vía diversa, atendiendo a la naturaleza del negocio 
jurídico subyacente que dio origen a la emisión del título de crédito respectivo. Además de que la acción causal contenida 
en el artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito no se refiere al derecho abstracto de poner en 
movimiento al órgano jurisdiccional, sino a una acción en estricto sentido, así la acción causal puede ser, entre otras, la 
acción hipotecaria prendaria, de compra, de arrendamiento, de transacción, de gestión de negocios o, en fin, cualquier 
acción que tutele el derecho que se pretende reclamar en juicio. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 389/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 27 de enero de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Ana María García Pineda. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito al resolver el amparo directo 347/2019, en 
el que consideró que la acción causal prevista en el artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
mediante la cual el acreedor puede exigir el pago de un adeudo consignado en un título de crédito, se ubica en el primer 
supuesto que prevé el numeral 1 de la citada ley, atinente a que se regula exclusivamente por cuestiones procesales 
mercantiles, por ende, la vía para su ejercicio no puede ser distinta a la mercantil, esto es, la materia de la relación 
subyacente no impacta en la acción causal, que siempre será reclamable en vía mercantil; y, 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 513/2017, 
que dio origen a la tesis aislada VII.1o.C.49 C (10a.), de título y subtítulo: "ACCIÓN CAUSAL. LA REFERIDA EN EL 
ARTÍCULO 168 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, DEBE EJERCITARSE EN LA VÍA 
CIVIL Y EN LA FORMA QUE CORRESPONDA AL NEGOCIO JURÍDICO SUBYACENTE QUE DIO LUGAR A LA EMISIÓN 
DEL TÍTULO DE CRÉDITO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)."; publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 1 de junio de 2018 a las 10:07 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 55, Tomo IV, junio de 2018, página 2752, con número de registro digital: 2017047. 
 
Tesis de jurisprudencia 5/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada a distancia de 
veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de abril de 2021 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de abril de 2021, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 16/2019. 


